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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 12/2014

MODALIDAD:  EQUIDAD

DEMANDANTE.-  Dña. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 01 / 2015
En Cuenca, a veintisiete de julio de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, en la localidad de Toledo, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 12/2014, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, de fecha 27 de enero de 2015, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en EQUIDAD las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES

I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIA ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. XXXXX, letrado del ICA de Madrid con número de colegiación nº XXX, que actúa en el presente procedimiento en nombre y representación de la socia demandante DOÑA XXXXX, con D.N.I. nº XXX, estando debidamente apoderado aquél por escritura otorgada en fecha 09 de octubre de 2014, ante el Notario de Tarancón (Cuenca) don XXXXXX, con número de su protocolo XXX; y estando legitimada la Sra. XXXXX activamente en este procedimiento, dada su condición de socia de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 11 de noviembre de 2014 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que ha dado lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-     Que habiendo sido convocada Asamblea General con carácter ordinario, a celebrarse el día 18 de octubre de 2014 en el domicilio social de la cooperativa, a las 10:00 horas en primera convocatoria y a las 10:30 horas en segunda convocatoria, asistió en representación de la demandante como tal socia su hijo D. XXXXX, acompañado del letrado D. XXXXX, con el fin de ejercitar su derecho de recurso ante la sanción impuesta a la misma por el Consejo Rector, de acuerdo a los siguientes puntos del orden del día que pasamos a transcribir de la propia convocatoria (documento nº 3 de la demanda) :

1) Resolución del recurso presentado, ante la Asamblea General, por el socio nº XX sobre la Resolución de Consejo rector de fecha 2.04.2014.

2) Lectura y firma del acta de la Asamblea General anterior.

3) Examen y aprobación, en su caso, de la Memoria, Cuenta de Resultados y Balance del ejercicio 2013/2014.

4) Aprobación, si procede, de la modificación del artículo 2 de los Estatutos Sociales, relativo al domicilio social de la Cooperativa: Cambio de domicilio social.

5) Resolución del recurso presentado, ante la Asamblea General, por el socio nº 55 sobre la Resolución de Consejo Rector de fecha 21.01.2014.

6) Acuerdo en relación al cambio normativo de la PAC.

7) Autorización para la aprobación y firma del Acta de la presente Asamblea General por el Presidente, Secretario y dos socios más.

8) Varios, ruegos y preguntas.

Que en dicha Asamblea se aprobó en segunda votación ratificar en el primer punto del Orden del día: “la resolución del Consejo Rector de la Cooperativa sobre el expediente sancionador que impone la exclusión de la misma a Dña. XXXXX, por 22 votos a favor, 17 votos en contra y 9 votos en blanco.”

La necesidad de una segunda votación trajo su causa en que el Presidente de la entidad, don XXXXX, había emitido cinco votos por otros tantos socios cooperativistas, hecho reconocido en la citada Asamblea, contraviniendo así el artículo 28.1 de los Estatutos.

SEGUNDO.-    Continua en su escrito la demandante impugnando la referida Asamblea, en cuanto a que la propia convocatoria de la misma se encontraría viciada, dado que incurre en error sobre la identificación del acuerdo del Consejo Rector a recurrir y que no respeta el derecho de los socios a estar informados sobre el objeto y contenido del acuerdo que era objeto de recurso.

TERCERO.-   La actora impugna en su escrito el propio expediente sancionador cuya resolución es la materia del punto 1º de la ya citada Asamblea en los siguientes aspectos:

Por la tramitación del procedimiento sancionador, al considerarse que los hechos imputados no se incardinan en el artículo 17.1, letra c) de los Estatutos, norma invocada para aplicar la sanción de exclusión.

Además considera la socia que por parte del órgano de administración cooperativo no ha sido acreditado hecho alguno que pruebe que la conducta llevada a cabo por doña XXXXX, ya directamente, ya a través de su hijo, don XXXXX, actuando como su representante legal, “haya perjudicado los intereses materiales de la Cooperativa demandada y/o que dicha conducta haya generado descrédito social a la Cooperativa, elementos objetivos del tipo punitivo exigidos por el artículo 17.1, letra c) de los vigentes Estatutos de la Cooperativa…”

CUARTO.-   La actora impugna en su escrito el propio expediente sancionador, cuya resolución era la materia del punto 1º de la ya citada Asamblea, en los siguientes aspectos de acuerdo al relato de los hechos:

a) Por parte de don XXXXX se habían remitido dos escritos a los servicios jurídicos de la Consejería de Economía y Empleo, de fechas 20 de enero de 2014 y 14 de febrero de 2014 respectivamente, en los que requería del Consejo Rector la copia de los Estatutos y del Reglamento de Régimen Interior (que le habrían sido entregados en la Asamblea de fecha 18 de octubre de 2014, junto con el resto de los socios); y además según su escrito de demanda, la actora planteaba sus dudas acerca de la renovación automática del Consejo Rector a fecha de la Asamblea General celebrada el día 14 de octubre de 2013, puesto que dicho órgano había sido elegido por un período de dos años, a contar desde su designación en la Asamblea celebrada el día 09 de octubre de 2011, por lo que dicha prórroga podría ser constitutiva de una falta grave según la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

b) Frente a estos escritos, la Cooperativa presentó su alegaciones en fecha 12 de marzo de 2014, señalando que los Estatutos habían sido aprobados en el año 2012 y no en 2013, y que una vez inscrita dicha  norma social a fecha 31 de enero de 2013 ya tenían plena eficacia jurídica y ese mandato inicial de dos años se prorrogaba por un período de cuatro años que posibilitan los nuevos Estatutos.

c) Los Servicios Periféricos de la Consejería pusieron en conocimiento de la actora que se habían iniciado diligencias previas para determinar la posible existencia de sanción. Al tiempo, dicho escrito señaló que no constaba que se hubiera impedido el acceso por la socia a la información requerida de la Cooperativa. Finalmente, se señalaba la oportunidad de que se hubiera hecho constar en el acta de la Asamblea General de 2012 la prórroga en su mandato de los miembros del órgano de administración, y se requería de la demandada para que se aprueben las actas en el plazo de quince días desde la celebración de la Asamblea.

QUINTO.- Que la Cooperativa, una vez recibida la contestación del órgano competente de la Consejería sobre este asunto en concreto, inicia por acuerdo de su Consejo Rector de fecha 01 de abril de 2014 expediente sancionador por falta muy grave contra doña XXXXX, por considerar que su conducta estaba dentro del artículo 17.1 c) de los Estatutos. Se notificó el inicio del expediente en fecha 08 de abril de 2014.

SEXTO.- Alegó de contrario la socia a través de la representación de su hijo en escrito de fecha 11 de abril de 2014, en el que exponía los siguientes hechos:

a) La existencia de varios procedimientos arbitrales entre la socia y la Cooperativa.

b) Solicitudes de documentación frente a la Cooperativa no satosfechas.
c) Que las fases de instrucción y resolución del expediente sancionador se llevan a cabo por el mismo órgano, y que algunos de sus miembros debieron abstenerse por su enemistad manifiesta con don XXXXX.

d) Que la referida consulta a la Consejería era emitida como tal, en el ejercicio de los derechos que como socio ostenta la actora, pero que en ningún caso habían constituido daño material alguno o generado descredito social a la Cooperativa.

SÉPTIMO.- El Consejo Rector adoptó en fecha 16 de mayo de 2014 el acuerdo por el que excluía a doña XXXXXX como socia de la Cooperativa XXXXXX.

OCTAVO.- Ante dicha resolución, don XXXXX formuló recurso contra la resolución en fecha 09 de junio de 2014, al efecto de que conociera de éste la Asamblea General de la Cooperativa en la primera reunión que se celebrara.

NOVENO.- Como ya se ha expuesto de inicio, el conocimiento del recurso se planteó ante la Asamblea General celebrada el 18 de octubre de 2014, en la que la representación de la actora procedió a grabar el contenido de las diversas intervenciones referentes al asunto de su expulsión.

En el debate del primer punto el Orden del día, se procedió por el letrado de la Cooperativa a hacer una explicación sobre el procedimiento a seguir, para a continuación ceder la palabra al letrado don XXXXX a dar lectura del recurso y permitirle la ampliación en sus alegaciones, consistentes la mismas en:

a) Error en la fecha de la resolución del Consejo Rector, dado que en la convocatoria consta que la resolución era de fecha 02 de abril de 2014, cuando en realidad era de fecha 16 de mayo de 2014.

b) Obscuridad en la redacción de este punto impidiendo así el objeto y finalidad del recurso.

c) Nulidad absoluta o relativa del expediente, por considerar infringido tanto el procedimiento como la inexistencia de conducta constitutiva de infracción alguna.

A estos motivos, el letrado de la Cooperativa adujo que la competencia para instruir y resolver un expediente sancionador corresponde al Consejo Rector y que los escritos dirigidos a los servicios de la JCCM no suponen el ejercicio del derecho de información, sino conductas constitutivas de infracción.

DÉCIMO.- Se alega por la representación de la actora que el propio Presidente reconoce, a preguntas del letrado de la misma y antes de iniciar el escrutinio, que ha votado por sí, por su mujer, su hermana y dos de sus primos, es decir, un total de cinco votos. A resultas de esta impugnación, se decidió la repetición de la votación, contra la que se habría opuesto el letrado don XXXXX y algunos socios.

Una vez realizada la segunda votación, se procedió al escrutinio, obteniendo como resultados: 22 votos de acuerdo con la expulsión, 17 votos en contra y 9 votos en blanco.

UNDÉCIMO.- El letrado que representa a la socia remitió burofax de fecha 20 de octubre a la Cooperativa demandada, en el reiteraba su desacuerdo con la resolución del recurso interpuesto ante la Asamblea General y solicitaba certificación del Acta correspondiente a dicho punto 1º del Orden del día.

DÉCIMOSEGUNDO.- La Cooperativa contestó al requerimiento citado en el apartado anterior, en fecha 23 de octubre de 2014, aportando la certificación solicitada y comunicando a la socia la liberación de las tierras propiedad de doña XXXXX, que se encontraban aportadas a la Cooperativa.

DÉCIMOTERCERO.- En base a lo anterior, concluye la demandante que las actuaciones realizadas por la socia doña XXXXX en la persona de su hijo don XXXXX no constituyen ilicitud alguna y son conformes a Derechos, por lo que no cabe la aplicación del artículo 17.1, letra c) de los Estatutos y sería nulo el acuerdo sancionador de exclusión como socia.
Y de forma subsidiaria a la solicitud anterior:

a) Que se declare por este órgano la nulidad de la primera votación celebrada en la Asamblea de fecha 18 de octubre de 2014; 

b) De no aceptarse, que se declare nula la segunda votación que ratificó el acuerdo de expulsión ya que hubiera precisado de un nuevo expediente sancionador;

c) Que subsidiariamente, se declare nula la convocatoria efectuada por el Consejo Rector ante los errores en la redacción del punto primero y las resoluciones del Consejo Rector;

d) Que, subsidiariamente, se declare nula la convocatoria en el ya reiterado punto 1º por absoluta falta de claridad en su enunciado;

e) Que se declare la nulidad y/o la anulabilidad del expediente sancionador por ser idéntico órgano instructor y que resuelve, junto con la concurrencia de miembros del Consejo cuya enemistad es manifiesta;

f) Que se declare responsable de los daños materiales y morales causados a doña Lucia Regidor, provenientes del acuerdo de expulsión.

A tal fin, la demandante solicita como medios de prueba los siguientes:

a) Acuerdo de fecha 02 de abril de 2014 de apertura de expediente sancionador.

b) Escrito de alegaciones de la actora de fecha 11de abril de 2014.

c) Resolución del Consejo Rector de fecha 16 de mayo de 2014 por la que se acuerda la expulsión como socia de doña XXXXX.

d) Recurso presentado con la exclusión de fecha 16 de mayo de 2014.

e) Convocatoria realizada por el Consejo Rector de la Asamblea General celebrada el día 18 de octubre de 2014.

f) Nota escrita de las nuevas alegaciones efectuadas por el letrado don XXXXX.

g) Acta de la Asamblea de fecha 18 de octubre de 2014.

h) Burofax remitido por el letrado de la socia de fecha 20 de octubre de 2014.

i) Copia de los Estatutos Sociales y del Reglamento de Régimen Interior.

j) Listado de los socios de la cooperativa a la fecha de la Asamblea referida.

k) Copia certificada de las acreditaciones de representación de voto otorgadas para la Asamblea celebrada el 18 de octubre de 2014.

II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXX – XXX, provincia de Cuenca, en el calle XXXX, provista de C.I.F. nº XXX  y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Cuenca, Don XXXX, colegiado nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad Don XXXXX, provisto de DNI nº XXXX;  se opuso a las pretensiones de la socia ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 10 de diciembre de 2014, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Alegó la cooperativa demandada de inicio señalando como excepción de carácter previo que, a su juicio, no concordaba la solicitud de nulidad, y en su caso, de anulabilidad de un acuerdo de una Asamblea General con la opción de la actora por la modalidad de un arbitraje en equidad, por lo que pedía el archivo del procedimiento por infracción del artículo 11, letras b) y d) y del artículo 15, ambos del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, norma reguladora del procedimiento arbitral, ya que se estaría vulnerando los principios de contradicción y defensa, lo que tendría una incidencia directa e inmediata en el derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 24 de nuestra Carta Magna.

Continuó la demandada planteando diversas excepciones de forma y de fondo contra la demanda de doña XXX, y en primer lugar señalando la falta absoluta de concreción de los elementos configuradores de la pretensión, dado que se considera que la invocación de una acción de nulidad o anulabilidad exige per se la indicación expresa y concreta de los preceptos de la Ley o de los Estatutos que se contravienen, sin que sirva la mera impugnación en base al desacuerdo de la socia con las resoluciones adoptadas por una Asamblea General, debidamente convocada.

SEGUNDO.-    De igual manera, alega la Cooperativa la existencia de fraude de ley de la actora, ya que se impugna la convocatoria de la Asamblea cuando se podría haber impugnado de resultas de la efectiva notificación a la socia y pleno conocimiento de su contenido; y sobre la pretendida incompatibilidad de miembros del Consejo Rector en la tramitación del expediente o de su enemistad, igualmente podría haber actuado en recusación por la socia, figura que no se habría puesto en práctica por la socia.

Se rechaza de plano por parte de la representación de la Cooperativa la exigibilidad  de responsabilidad alguna por daños materiales y morales que se pudieran derivar de la exclusión, dado que por la naturaleza de dicha pretensión corresponde su conocimiento a la jurisdicción ordinaria.

TERCERO.-   Respecto al contenido de los escritos presentados por don XXXXX a los órganos competentes de la Consejería de Empleo y Economía,  se señala por la Cooperativa que en realidad lo que se solicitaba por la socia sancionada no era una mera consulta, sino que en realidad era la apertura de un expediente sancionador a la demandada por la posible comisión de una falta grave, que conllevaría en caso de ser calificada como tal una sanción contra la Cooperativa cifrada entre los 601 € hasta los 3.000 €.

Con relación a la documentación que se requería por parte de la socia, la Cooperativa alegaba en su contestación que siempre se le había remitido y, en su defecto, puesta a su disposición en las instalaciones de la entidad.

Ante la reclamación dirigida ante los órganos competentes en materia de Cooperativas provincial, la demandada señala de forma detallada el proceso seguido para la renovación de los miembros del Consejo Rector, así como que esta situación fue explicada en la Asamblea General celebrada el 19 de octubre de 2013, a la que habría asistido la representación de doña XXXXXX.

CUARTO.-  Alegó la Cooperativa que tras la resolución dictada por el Coordinador Provincial (documento nº 11 de la demanda) en la que de forma expresa se señalaba que: “Por tanto, no se considera procedente la apertura de un expediente sancionador a la Cooperativa XXXXX, dado que no consta que se haya producido la infracción por usted alegada, procediéndose en esta misma fecha al archivo de su reclamación.”; se dio inicio por la demandada de un expediente sancionador en base a lo previsto en el artículo 17.1 letra c) de los Estatutos Sociales:

“1º.- Son Faltas muy graves:

(…)

c)  Las actividades que perjudiquen los intereses materiales de la Cooperativa o que generen descrédito social a la misma.”

QUINTO.-  En este punto la Cooperativa señala que, una vez notificada a la socia la apertura del procedimiento sancionador, se le otorgó plazo para que alegara lo que a su derecho conviniera. La actora de contrario exponía que era una consulta sobre la renovación del Consejo, y que por tanto estábamos ante una cuestión jurídica sujeta a posibles interpretaciones.

Destaca la demandada que en la tramitación del procedimiento sancionador no se solicitó por la actora la práctica de medios de prueba, y que tampoco se formuló recusación alguna contra el órgano instructor.

SEXTO.-   La Cooperativa consideró que la sanción impuesta de exclusión de la socia se ajusta a lo recogido en el precepto estatutario invocado, ya que se estaba causando un grave perjuicio a la entidad, y considerando que el socio tenía acceso y conocía otras vías para hacer valer sus pretendidos derechos, como procedimientos de arbitraje.
SÉPTIMO.-   Respecto al recurso interpuesto ante la Asamblea General celebrada el 18 de octubre de 2014, considera la Cooperativa que fue debidamente convocada y que la actora compareció a través de letrado que pudo participar en defensa del derecho de su representada, que se celebró votación y que el resultado se comunicó a aquél dada su presencia en la Asamblea.

Acerca de las grabaciones aportadas a este procedimiento, la Cooperativa impugna expresamente dicha prueba por haber sido obtenida sin conocimiento, autorización o consentimiento de los asistentes a la reunión, con flagrante vulneración del derecho al honor, intimidad y la imagen, a juicio de la demandada.

OCTAVO.- Se señaló en la oposición a la demanda, que los actos de la socia no pueden constituir el ejercicio legítimo de un derecho, al solicitar la apertura de expediente sancionador contra la Cooperativa, señalando la demandada que se había puesto en conocimiento del hijo de la actora la situación del Consejo Rector tras la renovación efectuada.

Además se rechazaba de plano tanto la nulidad invocada del texto y oportunidad de la convocatoria de la Asamblea en su punto 1º del Orden del día, ya que se identificó a la actora en ésta, rechazando también que una supuesta nulidad de la primera votación pudiera acarrear la imposibilidad de nueva votación y la invocada necesidad de nuevo expediente sancionador. Máxime cuando, según la Cooperativa, la segunda votación fue aceptada y consentida por los socios de la entidad.

NOVENO.- Con relación a la solicitada declaración de nulidad del expediente sancionador se rechaza por la Cooperativa en base a los siguientes argumentos:

a) No cabe cuestionar la validez del artículo 19 de los Estatutos, cuando éste señala que la facultad de sancionar es competencia indelegable del Consejo Rector.

b) La actora no utilizó la facultad de recusación que podía haber ejercitado contra el órgano instructor o alguno de sus miembros.

c) Corresponde a la actora probar y acreditar la “supuesta enemistad” de don XXXXX con alguno de los miembros del Consejo Rector.

DÉCIMO.- Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la Cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 20 de febrero de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la entonces denominada Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante de la solicitante en el presente procedimiento, el letrado  DON XXXXX  y de DON XXXXX, con DNI nº XXX, hijo de la socia demandante; así como de la parte demandada Cooperativa XXXXX,  representada en este acto por el letrado DON XXXXX, colegiado nº XX del I.C.A. de Cuenca, cuyo apoderamiento recogido en poder notarial de fecha 12 de abril de 2011 se aportó de inicio en el escrito de contestación de la demandada.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, asimismo  procedió a aportar la siguiente documentación adicional:

· Copia del burofax remitido por la Cooperativa liberando las parcelas de doña XXXXX así como de la certificación  del acuerdo de la Asamblea ratificando el acuerdo de expulsión.
· Tres facturas proforma emitidas por D. XXXXX, con NIF nº XXX, a favor de la actora para la realización de diversas labores agrícolas de sembrado, junto con la simiente necesaria y el abono de las tierras por valor (IVA incluido) de 4.957,70 €,  6.442,00 €  y  4.342,80 € respectivamente.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa y reiteró la solicitud de interrogatorio de la socia demandante doña XXXXX, incorporando nueva documentación, consistente en:
· Copia del Acta de la Asamblea General de fecha 09 de octubre de 2011, en la que se aprobó la renovación en su desempeño del los puestos del Consejo Rector.
· Un total de dieciséis representaciones de socios para la celebración de la Asamblea General celebrada el 18 de octubre de 2014.

Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba adicionales planteados por las partes, fueron inadmitidos por contra los que se solicitaron por la demandante en cuanto a su punto 10º de su propuesta, junto con su renuncia del punto 11º.

Respecto al interrogatorio solicitado para la socia demandante en sus escrito de oposición inicial, se reconoció como válido a efectos del mismo el testimonio que don XXXXX prestara en la vista a las preguntas que se le formularan por el representante de la cooperativa, dándose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

Con posterioridad, y a la vista de los medios de prueba que este órgano había solicitado como diligencia final, se han ido incorporando al procedimiento la diversa documentación requerida, para finalmente admitir los escritos de conclusiones emitidos por ambas partes en el procedimiento, de acuerdo al siguiente calendario de entrega:

· Copia de las notas y alegaciones del letrado de la demandante, remitida por éste (23/02/2015).
· Copia de las actas del Consejo Rector de inicio del expediente sancionador y de su resolución enviadas por la Cooperativa (11/03/2015).
· Copia de los documentos de representación de los socios pendientes de aportación entregada por la Cooperativa  desde la vista (12/03/2015).
· Escrito de conclusiones de la demandante (07/04/2015).
· Escrito con las conclusiones emitido por la Cooperativa (12/05/2015).
· Escrito de ampliación de conclusiones emitido por la representación de la demandante (12/05/2015).

A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 11 de noviembre 2014 petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque requirió de este órgano que debió ajustarse su tramitación y resolución a la modalidad en Derecho.


Debemos señalar en este punto a la demandada que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales, o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso.
CUARTO.-  Sobre las excepciones planteadas por la Cooperativa sobre la imposibilidad de proseguir el procedimiento e inconcreción del objeto del arbitraje

Tal como se señaló en la celebración de la vista, este órgano arbitral, con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, viene a resolver sobre éstas comenzando en primer lugar sobre la imposibilidad de proseguir el procedimiento lo que conduciría así a la finalización del procedimiento, alegando el contenido de la letra d) del artículo 27 del Reglamento, argumento que no puede compartirse, por cuanto olvida la demandada que la elección de la modalidad de arbitraje, regulada en el artículo 15 de dicha norma, de forma expresa establece que: “El arbitraje establecido en este Decreto será de equidad, a menos que ambas partes contendientes acuerden expresamente que el arbitraje sea de derecho. “
A más, el artículo 17.1, letra d) del Reglamento, entre los contenidos mínimos que debe recoger una solicitud de arbitraje es la siguiente: “d) La petición expresa de sometimiento de la cuestión litigiosa a arbitraje, con indicación de si se trata de arbitraje de equidad o de derecho.”; de esta forma corresponde la elección de la modalidad a la parte promotora del arbitraje.
El órgano arbitral considera que el presente arbitraje, dada la gran cantidad de argumentos jurídicos y solicitudes de declaración de nulidad y/o de anulabilidad planteados, así como la reiterada invocación de distintas normas legales - algunas de muy difícil encaje con el objeto del procedimiento, considerando que estamos ante un conflicto sujeto a la normativa cooperativa -, tendrían mayor operatividad de forma más lógica en un arbitraje en Derecho, pero la elección de la modalidad no le corresponde a este ni a la Comisión regional de arbitraje que da inicio a este procedimiento, por lo que evidentemente, tampoco cabe su oposición en ese punto por la Cooperativa demandada

Con relación a la inconcreción del objeto del procedimiento expuesta, si bien el contenido de las extensas y reiteradas alegaciones de la demandante afectan a gran cantidad de aspectos de las últimas Asambleas Generales celebradas, sus convocatorias, contenido de las actas, adopción de acuerdos, ….. el ejercicio de los derechos que le asisten como socia a la actora deben garantizarse, máxime cuando el resultado final es la expulsión de la socia como consecuencia  de un procedimiento sancionador. En vista de lo expuesto, lo que unido al mismo carácter antiformalista de los medios alternativos de resolución de conflictos, como el caso de los arbitrajes, conducen a rechazar igualmente la excepción planteada procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto, sin perjuicio que por este Árbitro se dedique un apartado a la petición de daños y perjuicios formulada por la representación de la demandante.

QUINTO.-  Sobre la sanción de exclusión y procedimiento sancionador seguido contra la socia doña XXXXX.

A diferencia de la estructura del escrito de inicio del presente arbitraje, considera este Árbitro que la cuestión fundamental y que debe examinarse en primer lugar, dado que origina la presente controversia, reside en la conducta de la socia y el procedimiento seguido para la imposición de la sanción por parte de la Cooperativa, así como el respeto de sus derechos y garantías durante su tramitación.

A) Sobre los hechos objeto de sanción.
Primeramente, hay que hacer un examen de los hechos que las partes han señalado, y como aspecto fundamental hay que deducir el contenido de los escritos iniciales de la demandante ante los órganos provinciales en materia cooperativa en Cuenca (documento nº 10 de la demanda), de forma sucinta recogían los siguientes puntos:

a) Solicitud de certificación con la copia de los Estatutos Sociales registrados, junto con la copia del Reglamento de Régimen Interno – indicando la fecha de inscripción registral de ambos documentos -; y finalmente, certificación y copia del Informe de Gestión y el Informe de los Interventores correspondiente al ejercicio 2011/2012.

b) Si bien titula el segundo apartado como “Consulta sobre la renovación del Consejo Rector de la Cooperativa”, el contenido expreso de su solicitud contradice esa pretendida naturaleza informativa y/o consultiva, porque la actora ya califica la situación que describe como susceptible de ser considerada como una infracción grave, e invoca la aplicabilidad del artículo 160.4, letra a) de la vigente Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, reproduciendo en su escrito las sanciones correspondientes a las infracciones graves (601 a 3.000 €) y señalando perfectamente el órgano competente para su imposición.

Finalmente, el representante de la actora – don XXXXX – solicita de forma literal del órgano administrativo para que se proceda a: “ la apertura de expediente sancionador a la cooperativa por falta grave”; añadiendo el requerimiento para que se procediera a la renovación del Consejo Rector o nombramiento de nuevos miembros al vencimiento de su mandato.

En consideración a la reiterada invocación en el procedimiento por la demandante de las normas y principios recogidos en nuestro Código Civil, podemos también citar entonces el artículo 3.1 del mismo cuando se refiere a la labor de  interpretación, en el caso de las normas jurídicas, al señalar que: “ Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto,(…)”; pero si de la interpretación sobre los actos jurídicos entre partes se refiere, el artículo 1.281 de la misma norma define que: “Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes se estará al sentido literal de sus cláusulas.”
Por ello, lo queda meridianamente claro es que la demandante en el ejercicio de sus derechos como socia reclamaba en primer lugar la entrega de copias de las normativas internas, que según expresaba, no se le habían facilitado por los órganos competentes de la Cooperativas, pero al tiempo, en cuanto a la vigencia del mandato de los miembros del Consejo Rector, lo que solicitaba de manera indubitada y literal era la APERTURA DE UN PROCEDIMIENTO SANCIONADOR contra la Cooperativa como tal sociedad, por la comisión de una infracción de las calificadas como graves en la Ley 11/2010. 

Y en este punto, no queda de más recordar que al ejercicio de cualesquiera derechos que pudiera ostentar un socio de una cooperativa le son de aplicación el artículo 7.1 y 2 del Código Civil, cuando expresan que los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe, al tiempo que remarcan como principio que: “La ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo. “
Esta interpretación sobre el verdadero sentido sancionador del escrito de la demandante no es ni unilateral ni caprichosa por parte de este Árbitro, puesto que el propio Coordinador Provincial de Empleo y Economía del gobierno regional – como órgano competente para resolver -, en su escrito de contestación tras la apertura de las diligencias preliminares solicitadas (documento nº 11 de la demanda), concluye sobre ellas lo siguiente:

“En relación con la supuesta falta de disposición por parte de la Cooperativa a facilitar copia certificada de los acuerdos adoptados en la Asamblea General, así como de la redacción final de los estatutos y del reglamento de régimen interno, independientemente de que, en fecha 24 de febrero de 2014, le fue remitida copia de los citados estatutos así como de los depósitos de cuentas solicitados, no consta que haya intención alguna de la Cooperativa de impedir el acceso a dicha documentación por parte de los socios. (….)

Por tanto no se considera procedente la apertura de un expediente sancionador a la Cooperativa XXXXX dado que no consta que se haya producido la infracción por usted alegada, procediéndose en esa misma fecha  al archivo de su reclamación.”

La propia documentación que la representación de doña XXXXX ha aportado al procedimiento, permite obtener varias conclusiones: i) que la actora solicitaba un derecho de información y de acceso a la normativa societaria que según los órganos de la Administración ya se había satisfecho, o que, al menos, no se había acreditado por la actora que le hubiera sido impedido por la Cooperativa en ningún momento; ii) que se había solicitado la apertura de un expediente sancionador por la socia contra la sociedad demandada, en base a la renovación del mandato del Consejo Rector, y  que las diligencias iniciadas fueron archivadas por no concurrir infracción alguna, aunque de haberse instruido como se habían solicitado podría haber conllevado una sanción pecuniaria contra la sociedad, con el daño material que la misma supondría a la entidad, y su subsunción en el artículo 17.1, letra c) de los Estatutos. 

Cosa distinta es entrar a valorar la gravedad de los posibles daños que se habrían generado a la Cooperativa, en el supuesto de haber sido sancionada por la Administración competente, y el agotamiento o no en el uso de otros medios internos para la resolución sobre la situación cuya sanción se pedía. También entra dentro de las competencias del Consejo Rector el empleo de criterios en la valoración empleada en la imposición de la sanción en su grado máximo, pero son aspectos que sobrepasan las facultades de este Árbitro, cuya labor debe centrarse en el procedimiento y en el respeto de sus garantías para con el socio.
B) Sobre el procedimiento sancionador y el órgano competente
Una vez delimitados los hechos que dan lugar al procedimiento sancionador, debe ser la auténtica labor de este procedimiento verificar la adecuación de esa sanción en cuanto al procedimiento y conformidad a lo establecido en las normas legales y estatutarias de la Cooperativa.

La misma Ley 11/2010, en su artículo 38, letra a), señala que la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en la letra c) del mismo precepto únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de los acuerdos de sanción, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.
Atribución competencial que se ratifica en el vigente artículo 19 de los Estatutos Sociales, que expresa respecto de la facultad de sancionar que es competencia indelegable del Consejo Rector, exigiéndose para ello, tanto para faltas graves o muy graves, expediente instruido al efecto y con la audiencia al interesado.
Por lo expuesto, lo relevante y objeto del presente arbitraje es la resolución del Consejo Rector de fecha 26 de mayo de 2014 (documento nº 5 de la demanda) por la que se impuso la sanción de exclusión a la demandante, debiendo valorarse detalladamente si se llevado a cabo la previa tramitación del referido expediente, con las garantías que le son inherentes desde la misma notificación del inicio del expediente (documento nº 4 de la demanda), escrito de alegaciones de doña XXXX (documento nº 7 de la demanda) y el contenido de las propias actas del Consejo Rector con los acuerdos en este procedimiento, remitidas por la Cooperativa en fecha 11 de marzo de 2015.

Este Árbitro en materia de potestad sancionadora en el ámbito cooperativo, ha venido estableciendo diversos argumentos – como el recogido en la resolución del arbitraje AR-50/2012 en equidad -, que por su pertinencia viene a reproducir en este caso:

“Para salvaguardar el principio de presunción de inocencia en la imposición de de sanciones societarias es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38, letra b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha – aunque también extensible a las leves, como en el presente caso - pero el Tribunal Constitucional faculta un control judicial, arbitral en el presente procedimiento, que debe limitarse a determinar si se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no base razonable para el acuerdo sancionador.
Otras sentencias de la denominada jurisprudencia menor delimitan aún más la labor de control a posteriori del poder disciplinario dentro de la persona jurídica, como la SAP Zaragoza de 4 de noviembre de 2011, al establecer que “el control judicial se produce cuando la dirección de la persona jurídica se aparta de su propia normativa o contraviene normas imperativas del ordenamiento jurídico o bien atenta a principios o derechos constitucionales…”

Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental, obliga a este órgano arbitral  hacer un examen del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier procedimiento sancionador - que se asimilan a las previstas para los procedimientos penales - cuando se dirige contra un socio, y que cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un alegado poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se apruebe o ratifique la resolución por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros, en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo contenido es la Gestión democrática por parte de los socios. Este principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.

Debemos ceñirnos entonces a que se respeten los principios constitucionales como el derecho a la tutela judicial efectiva en su artículo 24.1 CE, que es obligado poner en relación con el principio acusatorio, que si bien no aparece recogido de forma expresa en la Carta Magna; sin embargo, se encuentra íntimamente ligado con otros derechos fundamentales de forma genérica, y de forma específica, con el derecho de todo acusado a ser informado de forma detallada del motivo de la acusación, es decir, de los hechos materiales por los que se le acusa y sobre los que se basa la acusación y versa el juicio contradictorio en la vista oral, así como de la calificación jurídica atribuida a esos hechos, para poder hacer valer por el socio el principio de contradicción frente a los hechos que se le imputan.”

Y ya de inicio, este órgano arbitral no puede admitir la invocación que en materia sancionadora la actora hace del artículo 134.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cuando señala que: “ Los procedimientos que regulen el ejercicio de la potestad sancionadora deberán establecer la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, encomendándolas a órganos distintos.”; por varios motivos:
a) De inicio, en cuanto al ámbito de aplicación de la norma alegada que fija dicha Ley en su artículo 2, enumera las siguientes: i) La Administración General del Estado; ii) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas; iii) Las Entidades que integran la Administración Local; iv) Las Entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas; y que se refrenda en el artículo 1.1 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora.
El hecho de que este mismo organismo del que depende el órgano arbitral, el Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, sea un órgano de naturaleza administrativa o cuasi administrativa, no puede significar en modo alguno que le sea de aplicación leyes y normas cuya aplicación únicamente están reservadas al ámbito de las Administraciones Públicas y de éstas en sus relaciones con los administrados. Estamos ante una relación societaria dentro del derecho privado, que no publico, que tiene una ley de aplicación directa como es la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha – sin perjuicio del carácter supletorio concedido a la Ley 27/1999, de 16 de julio de Cooperativas del Estado -, y a una norma interna que libremente se otorgan los socios para regular sus relaciones entre sí y con la entidad jurídica que supone una Sociedad Cooperativa, como son sus Estatutos Sociales
b) En el hecho ya señalado que la normativa en materia de Cooperativas hace residir el ejercicio de la potestad sancionadora en el órgano de administración de la sociedad, en este caso el Consejo Rector, y tiene su amparo legal no sólo en la norma estatutaria de demandada, sino que también se apoya en el artículo 38, letra a) de la Ley 11/2010, que así lo fija: “a) La facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, sin perjuicio de lo previsto para el caso de exclusión por el artículo 32 de esta Ley.”; ratificado el carácter de exclusivo órgano competente sancionador por el artículo 18.3 letra a) de la Ley 27/1999, que establece que: “La facultad sancionadora es competencia indelegable del Consejo Rector.”
Habiéndose impuesto precisamente la sanción de exclusión, procedemos a reproducir el artículo 32 sobre esta materia en su apartado primero: “La exclusión de la sociedad cooperativa sólo podrá acordarla su órgano de administración, por falta muy grave, mediante expediente instruido al efecto, con audiencia previa de la persona interesada. No obstante, los estatutos podrán atribuir esta competencia directa y exclusivamente a la asamblea general.”; opción que como hemos podido comprobar no se ha recogido en el artículo 21.1 de los Estatutos, que expresamente establecen que “La exclusión de la Sociedad Cooperativa sólo podrá acordarla su Consejo Rector…”, debiendo concluir así que la competencia para instruir y resolver corresponde en exclusiva al órgano de administración, sin que en ningún precepto se prevea la alegada obligación de separación de órganos entre la labor de instrucción y su resolución.
La única posibilidad recogida respecto a una posible abstención obligada en un procedimiento sancionador es la fijada en el artículo 32.1, párrafo segundo de la Ley 11/2010 para el propio socio objeto de sanción de exclusión, cuando recoge: “En todo caso, el socio afectado por la exclusión no podrá votar sobre este asunto si formara parte de cualquier órgano social que tuviera competencias al efecto.”
Otra cuestión planteada por la representación de la demandante es la posible animadversión de miembros del Consejo Rector y la previa situación de conflictos entre la Cooperativa y aquélla. Respecto de la segunda, nada se descubre a este Árbitro, dado que ha sido este mismo órgano arbitral el que ha conocido y resuelto los arbitrajes ya planteados entre la actora y la Cooperativa. 

Ahora bien, de la lectura de las actas del Consejo Rector, en concreto la de fecha 02 de abril de 2014 en la que el Consejo con la unanimidad de sus miembros acuerda la apertura del expediente sancionador y constituirse en órgano instructor; y la de fecha 16 de mayo de 2014, en la que también con el voto unánime del órgano colegiado se “acuerda por unanimidad imponer la sanción de Exclusión de la Cooperativa a la socio XXXXXX”, supone una decisión colegiada en la que ninguno de los miembros del órgano de administración ha discrepado en la tramitación y/o resolución, no quedando acreditado en qué punto ha habido un comportamiento individual que haya comprometido el procedimiento.
A la vista de expediente sancionador, en cuanto al cumplimiento de su tramitación y la observancia de las garantías y derechos de la socia objeto de sanción, recogido todos ellos en el artículo 19 de los Estatutos, este Árbitro debe desestimar la demanda en cuanto a la alegada existencia de indefensión o una tramitación defectuosa del procedimiento sancionador, sin perjuicio de las discrepancias que sobre el fondo existen.
SEXTO.- Sobre la nulidad y anulabilidad de la convocatoria y de los acuerdos adoptados en la Asamblea General celebrada el 18 de octubre de 2014.
En este punto son muchos y diversos los aspectos que se han impugnando por la representación de la socia demandante con relación a la Asamblea General de carácter ordinario, celebrada el día 18 de octubre de 2014, y que iremos desglosando en detalle:

A) La convocatoria y redacción del punto 1º del orden del día.

Sobre la redacción del punto del orden del día referente al recurso formulado por la socia, si bien a juicio de este Árbitro es demasiado sucinto y poco expresivo de su contenido, no se redacta en forma exclusiva para la actora ni supone trato discriminatorio alguno, pues el punto 5º de aquél reproduce el mismo texto respecto del socio nº 55, y en cuanto al error en cuanto a la fecha del acuerdo del Consejo Rector – sin perjuicio de su posible e inmediata subsanación -, no afecta al verdadero sentido y contenido de este trámite de recurso e impugnación que expresa el artículo 19 de los Estatutos: 

“ Si el socio estuviese disconforme con el acuerdo sancionador del Consejo Rector, podrá impugnar dicho acuerdo en el plazo de un mes, desde su notificación, ante la Asamblea General que resolverá en la primera reunión que celebre, previa audiencia del interesado, y en votación secreta. Celebrada la primera Asamblea sin resolución del recurso, se entenderá que éste ha sido estimado.

El derecho de audiencia del socio afectado en caso de la interposición del recurso, deberá cumplimentarse como mínimo mediante la lectura ante la Asamblea del recurso presentado contra el acuerdo del Consejo Rector. No obstante, si el socio estuviere presente en la Asamblea General en la que se conozca del mismo, se le concederá la palabra por si quisiere aclarar los motivos de su impugnación.”

Es decir, de la documentación obrante queda acreditado que se había convocado por el órgano competente a todos los socios en debida forma y plazo, y si bien es obligación de todos los socios acudir a las Asambleas a las que son notificados - artículo 11.1 de los Estatutos -, una vez que se han cumplido las diferentes mayorías precisas para cada una de las convocatorias, es la Asamblea General órgano social competente para conocer y, en su caso, adoptar acuerdos sobre todos aquellos puntos del orden del día que consten en la convocatoria.

La demandante en su escrito acredita que estuvo presente en la referida Asamblea representada a través de su hijo y del letrado actuante en este procedimiento, que se leyó el recurso original formulado y que incluso se presentaron alegaciones adicionales, junto con la impugnación de la primera votación, de forma y manera que se hizo un pleno ejercicio de su derecho de defensa con plenas garantías frente a la sanción impuesta.

Otro de los grandes conflictos ha versado sobre la admisión como medios de prueba de las grabaciones en CD y las transcripciones de la Asamblea que se encuentran incorporadas al procedimiento. Este Árbitro no comparte el uso que ha hecho el letrado de la actora de estas herramientas, por cuanto que la legislación cooperativa recoge y ampara el derecho de solicitar el levantamiento de un acta notarial – al menos en el punto del orden del día que al mismo le afectaba –, y cuya negativa si podría haber justificado la necesidad de esas medidas excepcionales, no constado además que se hubiera comunicado a los rectores de la Cooperativa el uso de esos medios de grabación. Sin embargo, no podemos obviar como acertadamente ha señalado el letrado de la actora, que la propia demandada ha dado carta de naturaleza a la validez de las grabaciones como pruebas, ya que las ha invocado en su propio derecho
Finalmente, es destacable señalar que de la lectura de las transcripciones, en gran medida se ha reflejado fielmente en el acta redactada por la Cooperativa el desarrollo del punto del orden del día objeto del presente arbitraje.

B) Sobre las votaciones y el derecho de representación.

Ha quedado pacíficamente aceptado por todas las partes que en la actuación del Presidente de la entidad en esta Asamblea General, don XXXXX, se excedió del cupo de representaciones que la Ley regional y los Estatutos le reconocen a cada socio a título  individual.

Pero la posible nulidad del acuerdo de dicha Asamblea se impide con la propia actividad del representante de la demandante, que antes de realizar el escrutinio de los votos depositados sobre este recurso impugna la misma votación, privándola así de efecto jurídicos.

Si bien, como señala la Cooperativa, de conformidad con el artículo 48.4 de la Ley de Cooperativas, corresponde al Presidente la dirección de la Asamblea General  - en cuanto a su función de dirigir las votaciones -  para así justificar la realización de una segunda votación, también en la letra a) se le hace titular de una obligación personalísima en el ejercicio de un control estricto, junto con el Secretario, sobre las representaciones a los efectos de confeccionar el listado de asistentes, y no parece en absoluto ejemplar ni tan siquiera objeto de un juicio benevolente, el escaso conocimiento demostrado de la normativa cooperativa, cuando se incurre en el referido descontrol sobre las representaciones, con un papel protagonista y fundamental por parte de ambos cargos societarios:

“Con carácter general, corresponde a la Presidencia velar por el recto cumplimiento de las formalidades legales y estatutarias en el desarrollo de las sesiones de la asamblea. 

A estos efectos, la Presidencia deberá:

a) Ordenar la confección de la lista de asistentes a cargo de la secretaría, decidiendo sobre las representaciones defectuosas. El cinco por ciento de los socios asistentes podrá designar a uno o una como interventor o interventora en la confección de la lista.

b) Proclamar el número de asistentes y la existencia o no de quórum suficiente para la válida constitución de la asamblea e inicio de la sesión.

c) Dirigir las deliberaciones, haciendo respetar el orden del día y el de las intervenciones solicitadas, de acuerdo con los criterios fijados en los estatutos, si los hubiere.

d) Proclamar el resultado de las votaciones.

e) Expulsar de la sesión a aquellos asistentes que hagan obstrucción o falten gravemente al respeto a la asamblea o a alguno de los asistentes.

f) Velar por el buen orden en el desarrollo respetuoso de la Asamblea.”

La gran cantidad de alegaciones que sobre las representaciones y sus flagrantes contradicciones se han efectuado, y que la propia Cooperativa ha reconocido en comunicaciones en este procedimiento, así como la existencia de errores materiales y de transcripción en el acta asamblearia, con omisiones y reiteraciones en el listado de los socios representados no permiten a este Árbitro admitir como válido ni el desarrollo de la segunda votación ni aún menos los resultados que de ellos se derivan ante la falta de garantías.

Por lo expuesto, debe este Laudo estimar en primer lugar parcialmente la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General celebrada en fecha 18 de octubre de 2014,  considerando la invalidez que sobre los resultados de la segunda votación del recurso se plantea y por ello, del acuerdo adoptado, conduce a este Árbitro – máxime en cuanto a que se trata de un arbitraje en modalidad de equidad -, a establecer las siguientes obligaciones a cumplir por la Cooperativa:

a) Incorporar en la próxima convocatoria de Asamblea General ordinaria que se vaya a celebrar, como primer punto del orden del día, la resolución del recurso presentado por doña XXXXX frente a la resolución del Consejo Rector de fecha 26 de mayo de 2014, debiendo identificarse en la redacción de dicho punto - de forma expresa y literal - tanto el contenido del punto del debate (impugnación de una sanción por exclusión) como la identidad de la socia recurrente, siempre y cuando la misma tenga prevista  su celebración dentro de un plazo máximo de sesenta días naturales a contar desde la notificación a las partes del presente Laudo.

De haberse celebrado ya la citada Asamblea en su convocatoria ordinaria a la fecha de este Laudo o transcurrido el plazo anteriormente citado de sesenta días sin que se haya celebrado nueva Asamblea, se ordena por este Árbitro la convocatoria de una Asamblea General, de carácter extraordinario, que podrá tener, de no haber otros asuntos pendientes en su caso, un único punto del orden del día: la resolución del recurso interpuesto; debiendo celebrarse esa Asamblea en el plazo máximo de un quince días hábiles a contar desde la finalización del período establecido en el párrafo primero.
b) Que se procederá a dar lectura en dicha Asamblea del recurso que consta en los autos, concediendo un nuevo trámite de audiencia a la socia, o en quién ella represente, para que haga valer su derecho y alegaciones frente a la sanción de exclusión impuesta.

Respecto a la ejecutividad de esta clase de sanciones en concreto, el artículo 32.4 de la Ley 11/2010 establece para los supuestos de exclusión:

“ Si el órgano competente para acordar la exclusión fuera el órgano de administración, su acuerdo será ejecutivo desde que sea notificada la ratificación por parte del comité de recursos o, en su defecto, de la asamblea general, o hubiere transcurrido el plazo para recurrir ante los mismos. No obstante, si el socio afectado acudiese a la asamblea general, la exclusión surtirá efectos ejecutivos desde la adopción del acuerdo que la confirme, sin perjuicio de aplicarse el régimen de suspensión cautelar previsto en esta Ley para la baja obligatoria, si los estatutos lo contemplan.”
A la vista de estas conclusiones, y con relación a la notificación efectuada por el Consejo Rector de fecha 23 de octubre de 2014, por la que la socia debía cesar en el aprovechamiento común de las parcelas aportadas a la Cooperativa, ahora bajo su explotación directa, queda la misma bajo la consideración expresa de ser una mera SUSPENSIÓN CAUTELAR, susceptible por ello de revocación según el sentido que pueda adoptarse en la resolución del recurso a ventilarse en la próxima asamblea.
SÉPTIMO.- Sobre la falsedad de la documentación aportada por la Cooperativa.

Por parte de la representación letrada de la demandante se vierten sospechas y afirmaciones sobre la posible comisión por los órganos de la Cooperativa de un posible delito de falsedad documental, al señalar en su escrito de conclusiones de fecha 06 de abril de 2015 que:
“Esta parte demandante ya adelanta, antes de entrar en la valoración de los medios de prueba aportados por la parte demandada, tanto con la demanda, como con las seis cartas de delegación de representación remitidas al Árbitro por correo electrónico el pasado 12-03-2015, que ambos medios de prueba estarían, presuntamente, incursos en la figura del artículo 392 del Código Penal, por aportación de documentos oficiales o mercantiles con falsedades, como se acreditará por esta parte, salvo mejor criterio probatorio del Árbitro.”

A lo expuesto, este Árbitro no puede aceptar el conocimiento de cualesquiera aspecto penal en el presente procedimiento, en cuanto a que carece de competencia alguna en esta materia, de acuerdo al artículo 2 del Decreto 72/2006, y de manera más consubstancial a la naturaleza de la institución del arbitraje, ya que no le corresponde a estos medios extrajudiciales de resolución la instrucción y enjuiciamiento de posibles conductas subsumibles en el Código Penal.
OCTAVO.- Sobre la reclamación de daños y perjuicios.

En concordancia con el sentido del Laudo, no siendo firme la imposición de la sanción, no cabe en este momento temporal admitir una reclamación de cantidad en concepto de indemnización por daños y perjuicios, y a más, como en el apartado anterior, la posible vía de reclamación se enclavaría en otra jurisdicción, en este caso el ordenamiento civil, y no en medios arbitrales como el presente. 
NOVENO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por doña XXXXX frente a la entidad cooperativa XXXXX, decretando la desestimación de los pedimentos relativos a la declaración de nulidad y/o anulabilidad del procedimiento sancionador, así como los relativos a la reclamación de indemnización por daños y perjuicios.
Se declara la plena INVALIDEZ del acuerdo adoptado en segunda votación en cumplimiento del punto 1º del orden de día de la Asamblea General que con carácter ordinario se celebró por la citada Cooperativa el día dieciocho de octubre de dos mil catorce en su domicilio social. 
En base a lo ya establecido, se declara la sanción de exclusión dictada contra doña XXXXX como NO FIRME y se otorga calificación de SUSPENSION CAUTELAR a la notificación efectuada por el Consejo Rector de fecha veintitrés de octubre de dos mil catorce, por la que la socia debía cesar en el aprovechamiento común de las parcelas aportadas a la Cooperativa, ahora bajo su explotación directa, susceptible por ello de revocación según el sentido que pueda adoptarse en la resolución del recurso a ventilarse en la próxima asamblea. Los efectos de dicha suspensión se retrotraerán a la  fecha de su notificación.
Al efecto de garantizar el derecho de recurso que asiste a la demandante frente a la sanción impuesta, este Árbitro igualmente decreta:

a) Incorporar en la próxima convocatoria de Asamblea General ordinaria que se vaya a celebrar, como primer punto del orden del día, la resolución del recurso presentado por doña XXXXX frente a la resolución del Consejo Rector de fecha 26 de mayo de 2014, debiendo identificarse en la redacción de dicho punto - de forma expresa y literal - tanto el contenido del punto del debate (impugnación de una sanción por exclusión) como la identidad de la socia recurrente, siempre y cuando la misma tenga prevista  su celebración dentro de un plazo máximo de sesenta días naturales a contar desde la notificación a las partes del presente Laudo.

De haberse celebrado ya la citada Asamblea en su convocatoria ordinaria a la fecha de este Laudo o transcurrido el plazo anteriormente citado de sesenta días sin que se haya celebrado nueva Asamblea, se ordena por este Árbitro la convocatoria de una Asamblea General, de carácter extraordinario, que podrá tener, de no haber otros asuntos pendientes en su caso, un único punto del orden del día: la resolución del recurso interpuesto; debiendo celebrarse esa Asamblea en el plazo máximo de un quince días hábiles a contar desde la finalización del período establecido de sesenta días.
b) Que se procederá a dar lectura en dicha Asamblea del recurso que consta en los autos, concediendo un nuevo trámite de audiencia a la socia, o en quién ella represente, para que haga valer su derecho y alegaciones frente a la sanción de exclusión impuesta.

SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a veintisiete de julio de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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